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Desde el 2015 en Venezuela se vive una fuerte 
crisis económica causada por la caída de 
precio del crudo, principal fuente de divisas de 

ese país, a sus mínimos históricos. Esto generó un 
malestar creciente, que sirvió de escenario para que 
la oposición llevara a cabo una serie de medidas de 
fuerza, entre ellas numerosas manifestaciones que 
alimentaron el incremento de la violencia en las 
calles.
Durante la segunda mitad 
del año el presidente 
Nicolás Maduro convocó 
a una Asamblea Nacional 
Constituyente (ANC) con 
la que buscaba pacificar 
el país. La oposición no se 
presentó a estos comicios 
por lo cual, todos los 
constituyentes pertenecen al oficialismo. Este 
órgano, que finalmente fue instalado, posee poder 
plenipotenciario, es decir, todos los demás poderes 
estatales están subordinados a él.

Las protestas marcaron el inicio del año 
La situación actual, es muy distinta a la de los 
primeros meses: las protestas callejeras impulsadas 
por la oposición bajo la consigna de “no abandonar 
la calle”,  eran prácticamente diarias y en ocasiones 
se tornaron muy violentas. Como resultado de ellas, 
murieron más de 100 personas, a manos de las 

fuerzas de seguridad o de los propios manifestantes.
El principal objetivo la oposición era exigir la 
convocatoria a elecciones generales, pero algunos 
más radicales apuntaban a forzar la renuncia del 
presidente Nicolás Maduro. Ninguna de estas cosas 
ocurrió y Maduro sigue ocupando la presidencia.
Pero en la segunda mitad del año el presidente 
sorprendió con la convocatoria a Asamblea Nacional 

Constituyente. Se realizaron 
elecciones de candidatos en 
las que votaron más de 8 
millones de personas, pero 
cuyos resultados la oposición 
desconoce y que dio lugar 
a una crisis dentro de la 
oposición aglutinada en la 
Mesa de Unidad Democrática 
(MUD).

Un escenario distinto tras la Constituyente
Luego de la puesta en funcionamiento de este 
poder las protestas cedieron. Una de las principales 
causas fue la destitución de la fiscal general Luisa 
Ortega Díaz, quien históricamente tuvo una línea 
chavista pero hace poco tiempo mostró su apoyo 
a la oposición, lo que derivó en el no juzgamiento 
de las acciones ilegales desarrolladas durante 
las movilizaciones. El nuevo fiscal designado es 
Tareck William Saab, ex defensor del pueblo y 
perteneciente al gobernante Partido Socialista 

Por Lorenzo Barrios

“El 2017 comenzó en Venezuela marcado por las 
masivas protestas de la oposición demandando el lla-
mado a elecciones generales y la renuncia de Nicolás 
Maduro, pero con el correr del año, la instalación de 
la Asamblea Nacional Constituyente, la merma en las 
manifestaciones y la fractura creciente dentro de la 

oposición, hoy el escenario es muy diferente.”

De las 
protestas a 
la Asamblea 
Nacional 
Constituyente
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Unido de Venezuela (PSUV).
Pero este poder no se plantea sólo “pacificar al país”, 
sino que busca reformar el texto constitucional 
creado en los primeros momentos del gobierno 
de Hugo Chávez, allá por el 1999. Uno de los 
principales objetivos es generar los cambios 
necesarios para dar lugar a una economía que 
deje de depender del petróleo, desarrollando los 
sectores del país mediante los denominados “7 
motores de la economía”. Entre ellos, se apunta a 
generar un importante ingreso de divisas a través de 
la explotación de la actividad turística internacional.
Uno de los grandes desafíos de la Constituyente es 
detener la inflación galopante que se ubica entre las 
más altas del mundo. Para esto se está buscando 
llegar a un programa de “precios acordados” algo 
similar al programa de precios cuidados vigente en 
Argentina desde hace años. Se quiere establecer un 
acuerdo con el sector empresarial para fijar precios 

de referencia en artículos de primera necesidad y 
combatir así a los “bachaqueros” (son denominados 
de esta forma quienes comercian artículos de 
primera necesidad en el mercado negro vendiendo 
productos a precios altísimos).

La oposición, del plebiscito a la crisis
La Mesa de Unidad Democrática (MUD), espacio 
en el que confluyen diferentes partidos de la 
oposición, convocó a mediados del año a un 
plebiscito por fuera del Consejo Nacional Electoral, 
es decir, de manera informal, intentado dar una 
muestra de poder en el cual plasmar el descontento 
popular contra el gobierno al tiempo que intente 
desacreditar las elecciones a la Constituyente. 
Ambos eventos buscaron medir fuerzas entre el 
chavismo y el antichavismo.
Pero la unidad opositora no duró mucho: si bien 
siempre hubo fricciones ya que en ella conviven 

tanto fracciones progresistas como de extrema 
derecha, las elecciones a gobernadores quebraron 
la coalición. Cinco gobernaciones fueron ganadas 
por los diferentes partidos de la MUD, pero en el 
escenario de la constituyente los gobernadores 
electos deben juramentarse ante este poder, ya que 
según la Constitución es “plenipotenciario”, que es 
desconocido por los opositores.
Ante la amenaza de no poder asumir sus cargos, 
cuatro de los cinco funcionarios electos decidieron 

hacer la jura ante la presidenta de esta asamblea, 
Delcy Rodríguez. Esto fue visto por integrantes y 
simpatizantes  de la coalición opositora como una 
traición, como una legitimación de un poder al que 
desconocen, lo que terminó generando fuertes 
fracturas dentro de esta alianza.

Escenario a futuro
Intentar predecir qué pasará en el corto y mediano 
plazo en Venezuela es una tarea muy difícil, sobre 

La Asamblea Constituyente posando para una foto en las afueras de la Asamblea Nacional en Caracas, Venezuela. Foto: AP / Ariana Cubillos
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todo a finales de un año en el que tuvieron lugar  
muchísimos eventos de gran relevancia en un 
período de tiempo muy estrecho. Por lo pronto, la 
victoria chavista en las elecciones de gobernadores, 
en las cuales se han ganado la mayoría de los 
Estados, es un impulso importante para el gobierno 
de Maduro, y evidencia la división dentro de 
la oposición y su pérdida de legitimación en la 
sociedad, entre acusaciones cruzadas de traición a 
quienes participan en los procesos electorales por 
“hacerle el juego al gobierno”.
Actualmente, otro gran desafío del presente es la 
negociación para la reestructuración de la deuda 
externa, que presiona a la economía nacional. Si 
bien en líneas generales se han cumplido con los 
pagos, el gobierno convocó a los acreedores a 
reestructurar los pagos. Una parte aceptó pero otra 
aún no, y esto podría generar una carga económica 

difícil de afrontar. En este contexto, el caso de la 
empresa petrolera PDVSA es significativo que 
enfrenta problemas de producción y riesgo de caer 
en default. En este marco el presiente Maduro tomo 
la decisión de nombrar a un miembro del Ejército 
al mando de la empresa con el objetivo de llevar 
adelante una reestructuración de la misma.
Pero lo más importante es la crisis económica que 
vive el país: si bien los momentos más críticos se han 
superado, la escasez de productos alimenticios y 
sobre todo de medicinas es un problema persistente 
en la sociedad venezolana. A esto hay que sumarle 
la importante inflación que, si bien es paliada en 
parte por los frecuentes aumentos salariales del 
gobierno, estos no alcanzan y el poder adquisitivo 
es cada vez menor. Habrá que estar atentos a la 
efectividad de las medidas de la Asamblea Nacional 
Constituyente en esta materia.

NECESITANDO 
DE LA COMUNIDAD 
INTERNACIONAL           

Un deterioro lento y progresivo 
del aparato económico, así 
como de la capacidad del 
Estado para atender las necesi-
dades básicas de la población, 
pone en peligro la supervi-
vencia de los venezolanos, 
especialmente del 51% que 
forma parte de los estratos en 
mayor pobreza. El gobier-
no ha sido rebasado en su 
capacidad para hacer frente a 
este escenario, por lo que será 
inminente aceptar la coopera-
ción internacional si se quiere 
impedir mayor sufrimiento, 
señalan los expertos. Más de 
4 millones de personas sin ac-
ceso a medicamentos, 1 millón 
de niños menores de 3 años 
que no se alimentan como 
requieren, el incremento de las 
cifras de mortalidad materna e 
infantil y los desplazamientos 
masivos en las fronteras son 
evidencia de una crisis que el 
gobierno niega


